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SENTENCIA Nº 260/2026
En Albacete, a 1 de junio de dos mil veintiséis.
Vistos por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha los presentes
autos, bajo el número 273/2022 del recurso contencioso-administrativo, seguido a instancia de QBIS RESOURCES, S.L.,
representada por la Procuradora Sra. Pilar Cuartero Rodríguez, contra la CONSEJERÍA DE DESARROLLO SOSTENIBLE,
representada y dirigida por Letrado de sus Servicios Jurídicos, en materia de MINAS. Siendo Ponente el Iltmo. Sr. D. JAVIER
LATORRE BELTRÁN.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Por la representación procesal de QBIS RESOURCES S.L se interpuso recurso contencioso-administrativo contra la
Resolución de la Consejería de Desarrollo sostenible de la Junta de Comunidades de Castilla La Mancha, de fecha 16 de
marzo de 2.022, que desestima el recurso de alzada interpuesto por la mercantil contra la Resolución de la Dirección General
de Transición Energética, de fecha 25 de noviembre de 2020, por la que se declara de mayor interés e utilidad pública la
autorización de explotación para recursos de la Sección A), denominada "LA ENCOMIENDA" CRC12951.
Formalizada demanda, tras exponer los hechos y fundamentos jurídicos que estimó aplicables, terminó solicitando se dicte
sentencia estimando el recurso de conformidad con lo interesado en el suplico de la misma, y se declare que:
- No es conforme a derecho la Resolución de la Consejería de Desarrollo sostenible de la Junta de Comunidades de Castilla
La Mancha de fecha 16 de marzo de 2.022, se anule la misma, y en consecuencia, se declare que ha lugar al recurso de
alzada interpuesto por Don Simón en nombre y representación de QBIS RESOURCES, S.L. estimándose el mismo.
- Se acuerde que la Resolución de la Consejería de Desarrollo sostenible de la Junta de Comunidades de Castilla La Mancha
de fecha 16 de marzo de 2.022, no es conforme a derecho, y se anule la misma.
- Se acuerde que la Resolución de la Dirección General de Transición Energética de fecha 25 de noviembre de 2020 que
determina el mayor interés o utilidad pública de la autorización de explotación para recursos de la sección A) denominada
"LA ENCOMIENDA" CRA832 no es conforme a derecho, se anule la misma, y, en consecuencia, se retrotraigan las actuaciones
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al momento administrativo correspondiente, y se declare la compatibilidad entre los aprovechamientos mineros. Todo ello
con imposición de costas.
SEGUNDO.- Contestada la demanda por la Administración demandada, tras relatar a su vez los hechos y fundamentos
jurídicos que entendió aplicables, solicitó una sentencia de inadmisión del recurso, y subsidiariamente su desestimación
declarando la conformidad con el ordenamiento jurídico de las resoluciones impugnadas.
TERCERO.- Acordado el recibimiento del pleito a prueba y practicadas las declaradas pertinentes, se acordó trámite de
conclusiones y se señaló día y hora para votación y fallo para el día 5 de mayo de 2026, con el resultado que se recoge en la
presente resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Antecedentes de interés para la resolución de la litis
Como antecedentes de interés para la resolución de la litis, cabe destacar los recogidos en la resolución por la que se
desestima el recurso de alzada:
"PRIMERO: Qbis Resources, S.L. solicitó el permiso de investigación "QUEBRANTAHUESOS" CRC12591, sobre una superficie
de 153 cuadrículas mineras para manganeso, cobalto y otros minerales de la Sección C) de la Ley 22/1973, de 21 de julio, de
Minas. La solicitud se superpone a la autorización de explotación de recursos de la Sección A), "LA ENCOMIENDA" CRA832
(basalto).
SEGUNDO: Con fecha 24 de agosto de 2020, y de conformidad con lo establecido en el artículo 55 de la Ley de Minas y el
artículo 74 del Reglamento General para el Régimen de la Minería, se da inicio al expediente de compatibilidad, cursando la
pertinente comunicación a la entidad titular de la referida autorización de explotación, TREMISA, la cual presenta
alegaciones. Qbis Resources S.L no presentó alegaciones al respecto.
TERCERO: El 22 de noviembre de 2020, La Dirección Provincial de Desarrollo Sostenible de Ciudad Real remite el expediente a
la Dirección General de transición energética, acompañado de informe del servicio de minas, para resolver sobre la
prevalencia de trabajos, por considerar que los trabajos del permiso de investigación son incompatibles con los trabajos de
explotación de la cantera "LA ENCOMIENDA" CRA832.
CUARTO: El 25 de noviembre de 2020, la Dirección General de transición energética dicta resolución por la que se declara de
mayor interés o utilidad pública la autorización de explotación para recursos de la Sección A), denominada "LA
ENCOMIENDA" CRA832, frente al permiso de investigación "QUEBRANTAHUESOS" CRC12951.
QUINTO: en fecha 18 de enero de 2021, por D. Simón, en nombre y representación de QBIS RESOURCES S.L, se interpone
recurso de alzada frente a la resolución anterior".
Por Resolución de la Consejería de Desarrollo sostenible de la Junta de Comunidades de Castilla La Mancha, de fecha 16 de
marzo de 2.022, se desestima el recurso de alzada, contra la que se interpone el presente recurso contencioso-
administrativo.
SEGUNDO.- Sobre el defecto en el modo de proponer la demanda.
La falta de aportación del acuerdo para recurrir.
Por la defensa de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha se esgrime, como primer motivo de oposición a la
demanda, la eventual inadmisibilidad del recurso, tras la concesión de un plazo de subsanación, por no acompañarse el
acuerdo de ejercicio de acciones adoptado por el órgano competente de la Sociedad, ni los estatutos que permitan
comprobar que el órgano que adopta el referido acuerdo es competente para ellos, así como, la justificación de que la
persona que ostenta el cargo del órgano certificante esté en vigor.
El art. 45 de la LJCA establece que junto con el escrito de interposición del recurso contencioso-administrativo es necesario
acompañar determinados documentos entre ellos: "... a) el documento que acredite la representación del compareciente ...y
d) el documento o documentos que acrediten el cumplimiento de los requisitos exigidos para entablar acciones las personas
jurídicas con arreglo a las normas o estatutos que les sean aplicables, salvo que se hubiera incorporado o insertado en lo
pertinente dentro del cuerpo del documento mencionado en la letra a) de este mismo apartado".
Y acerca de la exigencia establecida en dicho precepto, resulta oportuna la cita de la sentencia del Tribunal Supremo, de 24
de septiembre de 2015 ( Recurso Casación 2405/2013), en la parte donde se dice :
"Como hemos puesto de relieve en las sentencias de 1 y 5 de julio de 2013 ( casa. unif. doctr. núms. 2337/2011 y 5968/2011
), la doctrina reiterada de este Alto Tribunal es que la exigencia establecida en elartículo 45. 2.d) LJCAresulta aplicable a
todas las personas jurídicas. Y, por tanto, también las personas jurídicas de naturaleza mercantil deben presentar el
"documento o documentos que acrediten el cumplimiento de los requisitos exigidos para entablar acciones"; esto es, debe
acompañarse al escrito de interposición del recurso contencioso-administrativo el documento acreditativo de haberse
adoptado, por el órgano social estatutariamente competente, el acuerdo que decide entablar la acción judicial, salvo, claro
está, que se hubiere incorporado o insertado en lo pertinente dentro del cuerpo del documento mencionado en el apartado a)
del mismo artículo 45. 2 LJCA.
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En efecto, en nuestra sentencia de 23 de noviembre de 2012 (rec. de cas. 3464/2011) se resume la jurisprudencia aplicable
en los siguientes puntos:
1º) Las sociedades mercantiles no escapan al régimen general de presentación de documentos que han de acompañar al
escrito de interposición, previsto para las personas jurídicas en el apartado d) del artículo 45. 2 LRJCAcomo viene declarando
de forma constante esta Sala. Baste citar la sentencia del Pleno de la Sala de 5 de noviembre de 2008 (rec. casa. nº
4755/2005) seguida de muchas otras como, a título de muestra, la de 4 de noviembre de 2011 (casa. 248/2009).
En la STS de 5 de noviembre de 2008 el Pleno de esta Sala exponía:
"(...) tras la Ley de 1998, cualquiera que sea la entidad demandante, ésta debe aportar, bien el documento independiente
acreditativo de haberse adoptado el acuerdo de interponer el recurso por el órgano a quien en cada caso competa, o bien el
documento que, además de ser acreditativo de la representación con que actúa el compareciente, incorpore o inserte en lo
pertinente la justificación de aquel acuerdo".
2º) A efectos del cumplimiento de esta carga procesal, ha de tenerse en cuenta que una cosa es el poder de representación,
que sólo acredita y pone de relieve que el representante está facultado para actuar válida y eficazmente en nombre y por
cuenta del representado; y otra distinta la decisión de litigar, de ejercitar la acción, que habrá de ser tomada por el órgano de
la persona jurídica a quien las normas reguladoras de ésta atribuyan tal facultad. Obvia es la máxima trascendencia que la
acreditación de esto último tiene para la válida constitución de la relación jurídico-procesal, pues siendo rogada la justicia en
el ámbito del orden de jurisdicción contencioso-administrativo lo primero que ha de comprobarse es que la persona jurídica
interesada ha solicitado realmente la tutela judicial, lo que a su vez precisa que tome el correspondiente acuerdo dirigido a tal
fin, y que lo tome no cualquiera, no cualquier órgano de la misma, sino aquél al que la persona jurídica ha atribuido tal
decisión, ya que en otro caso se abre la posibilidad, el riesgo, de iniciación de un litigio no querido, o que jurídicamente no
quepa afirmar como querido, por la entidad que figure como recurrente [ad exemplum, sentencia de 28 de octubre de 2011
(casa. 2716/2009)]. Ya en la sentencia de 22 de abril de 2010 de esta Sala se señaló la diferencia que media entre
representación procesal y decisión corporativa para el ejercicio de acciones, esto es, lo que viene denominándose como "
acuerdo corporativo", indicando que de la diferencia de ambas realidades es buena muestra que el articulo 45, en su inciso 2,
de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativaaluda al poder de representación en su apartado a) y que
lo haga al documento o documentos que acrediten el cumplimiento de los requisitos exigidos para entablar acciones a las
personas jurídicas en su apartado d).
3º) Es verdad que la Ley tiene por cumplida la exigencia procesal que nos ocupa cuando la decisión de litigar se ha insertado
en el propio cuerpo del poder de representación, pero no cuando el poder aportado por la parte actora no incorpora ningún
dato del que quepa deducir que los órganos de la entidad actora competentes para ello hubieran decidido ejercitar la
concreta acción promovida [ sentencia de 24 de noviembre de 2011 (casac. 2468/2009 )].
La sentencia de esta Sección de 11 de diciembre de 2009 invocada por la recurrente carece de virtualidad para lo que ha sido
traída a colación pues su contenido ha sido superado --como se ha visto-- por una consolidada doctrina jurisprudencial de
esta misma Sección relativa a la materia litigiosa."
En nuestro caso, como resultado del traslado conferido a la mercantil del escrito de contestación a la demanda, la parte
demandante presentó un escrito al que acompaña, como documento nº 1, la escritura de constitución de la mercantil QBIS
RESOURCES SL y, como documento nº 2, la certificación del Registro Mercantil de fecha 9 de febrero de 2023 en la que
consta como administrador único de la sociedad el señor Gaspar, nombrado desde el pasado 5 de mayo de 2015. Los
estatutos de la Sociedad ya habían sido aportados.
Esa documentación sirve para otorgar validez, a los efectos del art. 45.2 d) de la LJCA, a la certificación, de 20 de abril de
2022, emitida por dicho administrador, en la que consta la adopción, por unanimidad de los socios y en esa misma fecha, del
acuerdo para interponer el recurso contencioso administrativo contra las resoluciones que constituyen el objeto de las
presentes actuaciones.
Por ello, procede desestimar la causa de inadmisibilidad planteada por la Administración al constar adoptado el acuerdo para
la interposición del presente recurso contencioso-administrativo.
TERCERO.- Sobre el defecto sustancial en el modo de proponer la demanda.
La defensa de la Administración también plantea en su escrito de contestación, como motivo de inadmisibilidad, que en el
escrito de demanda presentado se instrumenta un suplico contradictorio toda vez que las pretensiones se redactan en
formato de lista por lo que parece que se ejercitan de forma acumulativa y no alternativa.
La Sala considera que el motivo de inadmisibilidad alegado ha de ser desestimado.
En efecto, en primer lugar, debemos destacar que el citado motivo no está previsto como causa de inadmisibilidad entre los
contenidos en el artículo 69 de la Ley Jurisdiccional, lo que ya impediría estimar el motivo esgrimido. En segundo lugar, es
cierto que es una exigencia del artículo 56 de Ley Jurisdiccional el que hayan de consignarse en la demanda los hechos, los
fundamentos de derecho y las pretensiones que se deduzcan, y en el caso examinado, aunque el suplico de la demanda
pueda no ser un modelo de claridad, de la demanda es posible identificar los hechos y fundamentos de derecho, que se
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concretan en el suplico lo pedido, conteniendo los argumentos que, a juicio de la parte demandante, lo justifican, así como la
causa de pedir de la misma y los preceptos en que se funda la reclamación.
En definitiva, entendemos que el escrito de demanda no adolece de defectos de carácter formal que hayan dificultado el
ejercicio del derecho de defensa por parte de la Administración demandada, lo que impide la acogida del motivo de
inadmisibilidad que se alega, conforme a un criterio ya expresado en sentencias del Tribunal Supremo, como la de 11 de
marzo de 2024 (RC nº 472/2022).
CUARTO.- Sobre la falta de motivación y la compatibilidad de los derechos mineros.
Esta Sala ha conocido el recurso ordinario número 274/2022 en el que ya ha recaído sentencia. En la sentencia número
171/2026, de 13 de abril, dijimos lo siguiente:
"Entrando en el fondo de la resolución de la litis, la mercantil demandante articula su demanda, aunque en apartados
distintos, sobre la base de un motivo impugnatorio fundamental que es la falta de motivación de las resoluciones
impugnadas y su directa relación con la que considera compatibilidad de los derechos mineros negada en las resoluciones
impugnadas o, en su caso, la prevalencia del permiso de investigación " Colimbo" CRC12946.
El análisis de dicha cuestión aconseja comenzar recordando que, existiendo una obligación legal de motivar las resoluciones
administrativas, pues elartículo 35.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones Públicasincluye, con carácter general, entre los requisitos de los actos administrativos el de motivación,
con " sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho", tratándose de actos que limiten derechos subjetivos o
intereses legítimos y de los resolutorios de recursos administrativos (en el mismo sentido artículo 88.3 del referido Cuerpo
legal yartículos 54.1y89.3 de la anterior Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común), en principio y como destaca laSTC 72/1986, de 2 de junio" es necesario
decir que no es doctrina de este Tribunal imputar en todo caso indefensión a los actos administrativos no sancionadores por
causa de inmotivación de los mismos, dada su naturaleza y la exigencia de operatividad y eficacia propios de aquéllos, hasta
el punto de predicarse de los mismos una presunción de legitimidad. Lo que sí se ha exigido, y así laSentencia del Tribunal
Constitucional núm. 26/1981, de 17 de julio, es que la Administración en los supuestos de actos o disposiciones limitativos
de derechos fundamentales reconocidos en la C.E. debe justificarlos suficientemente y "explicarse con el fin de que los
destinatarios conozcan las razones por las cuales se sacrificó y los intereses a los que se sacrificó" el derecho cuestionado".
Por su parte el Tribunal Supremo, en reiterada doctrina jurisprudencial, ha puesto de manifiesto que, con carácter general, la
motivación de los actos administrativos precisa de una explicación suficiente sobre las razones de la decisión adoptada,
poniendo de manifiesto los motivos, concretos y precisos, aunque no exhaustivos, de la resolución administrativa, al ser el
conocimiento de los mismos la premisa esencial para que el receptor del acto administrativo pueda impugnar el mismo ante
los órganos jurisdiccionales, y estos, a su vez, puedan cumplir la función que constitucionalmente tienen encomendada de
control de la actividad administrativa y del sometimiento de ésta a los fines que la justifican, exartículo 106.1 de la
Constitución[SSTS 5 abril 2017 (casación 1717/2015),18 junio 2018 (casación 1161/2016) y31 enero 2019 (casación
1306/2016), entre otras muchas].
El cumplimiento de esta elemental exigencia de la motivación de los actos, con sucinta referencia a los hechos y
fundamentos en que se basa, previsto en elartículo 35.1 de la Ley 39/2015se salvaguarda atribuyendo, en caso de
incumplimiento, la severa consecuencia de la anulabilidad del acto administrativo inmotivado, prevista en el artículo 48.2 de
la citada Ley .
Ahora bien, como puntualiza laSTS 5 abril 2017 (RC 1717/2015) " esta ausencia de motivación puede ser un vicio invalidante,
como hemos señalado, o bien una mera irregularidad, en el caso de que no se haya producido ese desconocimiento de los
motivos y razones en que se funda la decisión administrativa. Dicho de otra forma, debe atenderse a un criterio material en
orden a determinar si efectivamente se ha cumplido, o no, la finalidad que exige la motivación de los actos, es decir, si el
destinatario ha llegado a conocer las razones de la decisión adoptada por la Administración, evaluando si se le ha situado, o
no, en una zona de indefensión, por limitación de su derecho de defensa" lo que, proyectado al caso concreto de las
resoluciones administrativas denegatorias de autorizaciones o licencias, se traduce en el conocimiento suficiente por parte
del interesado de las razones por las que se rechaza su solicitud, haciéndose explícita la razón de la denegación.
En aplicación de la referida doctrina jurisprudencial estima la Sala que la motivación que contiene la resolución impugnada,
especialmente la desestimatoria del recurso de alzada formalizado en la vía administrativa previa, por remisión a la contenida
en el Informe Técnico previo al recurso de alzada del Servicio de Minas, de fecha 19 de enero de 2021, que en la misma se
cita (motivación in alliunde ), viene tradicionalmente autorizada por la doctrina jurisprudencial, posibilidad que contempla
ahora elartículo 88.6 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones
Públicas)-. Así, se posibilita a QBIS RESOURCES, S.L tener conocimiento de las razones tomadas en consideración por la
Administración demandada para adoptar semejante decisión, por cuanto contiene una específica mención a las
circunstancias fácticas que justifican en el caso concreto la denegación de la autorización solicitada.
No cabe por ello tildar de inmotivada la decisión administrativa impugnada.
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En especial, y cuando se articula por la demandante la compatibilidad de la explotación " Casa Pardillo" y del permiso de
investigación " Colimbo", incluso su prevalencia, resulta oportuno reproducir la parte de la resolución del recurso de alzada
cuando concluye señalando :
...." Para el caso de la explotación "CASA DEL PARDILLO" CRA939, cuya titularidad ostenta /GNEA MEDIO AMBIENTE, S.L., la
situación es distinta. Estudiado el proyecto de investigación (plano n° 3.- Detalle de las labores), se observa, que las labores
previstas, afectan en su totalidad a los terrenos adscritos a la cantera.
Cabe destacar que, el recurso geológico que se extrae en la cantera, es arcilla, destinada a la impermeabilización del vaso del
vertedero de residuos industriales, situado en Bolaños de Calatrava, cuya titularidad también ostenta IGNEA MEDIO
AMBIENTE, y cuyo objetivo es la restauración de la Concesión de Explotación "LAS HERRERIAS".
En este caso, la incompatibilidad resulta evidente, dado que las labores de investigación, y ante la previsible puesta en
explotación para el aprovechamiento de los recursos, una vez finalizada la investigación de los mismos, podrían afectar de
manera significativa a la explotación del recurso objeto de la cantera (arcilla), y, en consecuencia, a los trabajos de
impermeabilización del vaso del vertedero, dado que resulta materia imprescindible para los mismos".
Por ello, el informe emitido por los técnicos de la Administración sirve para dotar de motivación a la decisión administrativa a
la hora de justificar dicha incompatibilidad. Y resulta paradójico que la parte demandante manifieste que dicho informe
técnico carece de objetividad e imparcialidad, cuando la única opción para rebatirlo es un informe técnico aportado en sede
administrativa, no ratificado a presencia judicial, emitido a instancia de la propia mercantil por el ingeniero de minas D.
Rosendo, cuando en realidad contiene una valoración alternativa a la de los técnicos de la Administración que, en cualquier
caso, viene a ser demostrativo de que se conocen los motivos por los que se adopta la decisión impugnada.
En conclusión, las resoluciones administrativas están debidamente motivadas, no se observa la existencia de irregularidad
procedimental determinante de su posible nulidad o anulabilidad, y no se ha practicado prueba a instancia de la parte
demandante (art. 217.2 LEC) que permita acoger ningunas de las pretensiones ejercitadas a través de los distintos motivos
impugnatorios plasmados en su demanda".
Todas estas consideraciones resultan de aplicación al supuesto examinado en este procedimiento. Al efecto, en el Informe
de la Jefa del Servicio de Minas de 26 de enero de 2021, se da respuesta a las alegaciones que realiza la parte demandante al
tiempo de interponer su recurso de alzada. De este Informe destacamos las siguientes consideraciones:
1)Que la regulación en vigor ( artículo 83 de la Ley de Minas y 106 del Reglamento General para el régimen de la minería) no
contempla de modo específico la expiración de la autorización como causa de caducidad.
2)Que el aprovechamiento o explotación de los recursos se realiza exclusivamente sobre la superficie que disponga de
autorización administrativa.
3)La Cantera "LA ENCOMIENDA" CRA 832, se encuentra en la actualidad vigente y en actividad, habiendo presentado los
Planes de Labores, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 31 del Real Decreto 2857/1978. Los trabajos se
desarrollan con total sujeción a lo establecido en el Reglamento General de normas básicas de seguridad minera.
4)La autorización de aprovechamiento "LA ENCOMIENDA" CRA 832, es para basalto, recurso de la Sección A), de la Ley
22/1973, de 21 de julio, de Minas, no para arcillas.
A la vista de lo dispuesto en este Informe, la Resolución que es objeto de recurso contencioso-administrativo se encuentra
suficientemente motivada y contiene una remisión a los informes elaborados por la Jefa del Servicio de Minas. Cuestión
distinta es que la parte demandante no comparta la conclusión que alcanza la Administración, relativa a que se produce una
coincidencia con un derecho minero vigente. La Resolución recurrida contiene la razón o motivo por el que la Administración
ha rechazado lo pretendido por la demandante.
En el expediente administrativo consta que en la explotación del permiso "LA ENCOMIENDA" CRA 832, son necesarias
técnicas, como voladuras, cuya realización requiere de unas medidas de seguridad gravosas que podrían afectar a la
explotación, con el consiguiente perjuicio.
La parte demandante no aporta ningún documento o dictamen que permita valorar la viabilidad de lo pretendido. En el escrito
de demanda se propone como prueba "la documental".
Como venimos señalando, la parte demandante no ha propuesto ninguna prueba consistente que haga viable la pretensión
que articula en su recurso contencioso-administrativo. Así, el aprovechamiento sólo puede alcanzar a la superficie que tenga
autorización administrativa. Igualmente, no cabe presumir que la proximidad de la fecha de expiración de una autorización
debe ser tenida en cuenta para acceder a lo pretendido por la demandante. Del mismo modo, las manifestaciones relativas a
la actividad de la cantera LA ENCOMINEDA no dejan de ser manifestaciones de parte, carentes del más elemental apoyo
probatorio.
Por todo lo expuesto, desestimamos el recurso contencioso-administrativo interpuesto por la parte demandante,
considerando ajustada a derecho la resolución recurrida.
QUINTO.- Costas procesales.
De conformidad con el artículo 139.1 de la Ley Jurisdiccional, no hacemos especial pronunciamiento en cuanto a las costas
procesales al haberse desestimado tanto el recurso contencioso-administrativo como las causas de inadmisibilidad
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planteadas por la Administración.
Visto lo anterior, en la Sala hemos decidido,

FALLO

1) Desestimamos las causas de inadmisibilidad planteadas por la defensa de la Junta de Comunidades de Castilla-La
Mancha.
2) Desestimamos el recurso contencioso-administrativo interpuesto por la representación procesal de QBIS RESOURCES S.L
contra la Resolución de la Consejería de Desarrollo sostenible de la Junta de Comunidades de Castilla La Mancha, de fecha
16 de marzo de 2.022, que desestima el recurso de alzada interpuesto por la mercantil contra la Resolución de la Dirección
General de Transición Energética, de fecha 25 de noviembre de 2020.
3) No se hace especial pronunciamiento en cuanto a las costas en esta instancia.
RÉGIMEN DE RECURSOS:Notificar a las partes con indicación de que contra la presente sentencia cabe recurso de casación
para ante la Sala 3ª del Tribunal Supremo, que habrá de prepararse por medio de escrito presentado ante esta Sala en el
plazo de treinta días, contados desde el siguiente al de su notificación, estando legitimados para ello quienes hayan sido
parte en el proceso, o debieran haberlo sido, debiendo hacerse mención en el escrito de preparación al cumplimiento de los
requisitos señalados en el art. 89.2 de la LJCA .
Así, por esta nuestra Sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.
PUBLICACIÓN.-Leída y publicada ha sido la anterior Sentencia por el Ilmo. Sr. Magistrado D- Javier Latorre Beltrán, estando
celebrando audiencia en el día de su fecha la Sala de lo Contencioso Administrativo que la firma, y de lo que como Letrado/a
de la Administración de Justicia, doy fe.
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo podrá llevarse a
cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la
intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las
víctimas o perjudicados, cuando proceda.
Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios a las leyes.
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